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SEÑOR PRESIDENTE (Pablo González).- Habiendo número, está abierta la 
reunión. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en primer término del orden del día: 
"Régimen de libertad anticipada y penas sustitutivas a la privación de libertad. 
(Modificación)". 


Ya votamos el proyecto en general y correspondería pasar a la discusión particular. 
La semana pasada nuestra bancada había solicitado que se postergara la discusión 
particular por una semana en función de que queríamos hacer unas consultas. En la 
jornada de ayer se estuvo analizando en la bancada y se nos indicó que solicitáramos un 
poco más de tiempo. El problema es que no hemos recibido respuesta a las consultas 
que hemos realizado y no estamos en condiciones de avanzar sin tener esas 
confirmaciones. 


El tema ha salido públicamente; esa no era nuestra intención, pero las versiones 
taquigráficas son públicas y, con seguridad, ese fue el elemento que llevó a que 
trascendiera esta situación y a que apareciera una serie de elementos políticos que no 
nos ayudan en el tratamiento del tema ni tampoco en nuestro análisis interno. Nosotros 
hicimos una consulta en función de una serie de situaciones que se dieron aquí y que 
todos conocemos; no nos parece que fuera una cuestión tan dramática. Es más: pienso 
que debemos quitarle dramatismo porque estamos, por un lado, ante una situación 
política, con cuestiones que cambian, y, por otro, una situación técnica, con planteos 
sustantivos sobre al articulado. 


Por estas razones, solicitamos más tiempo. No quiero comprometerme a citar una 
sesión extraordinaria la semana próxima porque no dependemos de la voluntad de la 
bancada sino de otros actores que deben opinar sobre el tema y hasta ahora no lo han 
hecho. 


SEÑOR RADÍO (Daniel).- El señor presidente dice que hicieron consultas. ¿Cuál 
fue la respuesta? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todavía no tenemos respuestas, no de la bancada sino de 
otros ámbitos que consultamos. Recordemos que en los acuerdos que estamos tratando 
participaban la fuerza política Frente Amplio, la bancada de legisladores y el Poder 
Ejecutivo. Nosotros realizamos consultas a los otros dos actores y tenemos que esperar 
hasta que tengamos todas las respuestas de cómo seguir. Repito lo que dije en la sesión 
anterior: para nosotros existe una modificación en el acuerdo desde el momento en que el 
Partido Colorado plantea que no vota el artículo 1” -que nos parece sustantivo- porque 
tiene una inconstitucionalidad y el Partido Nacional nos plantea que no vota del artículo 
2” al 12 porque ya habían opinado en ese ámbito de referencia que tenían otra posición. 
Para nosotros, que un partido no vote el artículo 1”, que es sustantivo, es un cambio 
importante, y que otro partido no vote diez de diecinueve que tiene el proyecto, también. 
Eso nos motivó a realizar la consulta y no hay ningún misterio. 


SEÑOR RADÍO (Daniel).- ¡Claro que no hay ningún misterio! Cuando hicimos los 
acuerdos en la Torre Ejecutiva, ningún legislador renunció a legislar, como se ha dicho 
acá. Una cosa es eso y otra que no discutamos el tema; una cosa es que uno cuestione, 
proponga modificaciones y otra que se niegue a discutir el tema, que es lo que está 
pasando. No estamos discutiendo el tema. 


Yo no salí a decir nada, aunque la versión taquigráfica es pública, pero voy a salir 
-lo estoy anunciando acá-, porque me parece que se están cuestionando los acuerdos. 
De hecho, llevamos muchas semanas sin que el tema se trate y ahora se nos anuncia 
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que vamos a pasar otro mes sin hacerlo. No hay ningún secreto. Yo voy a salir a decir 
que se están cuestionando los acuerdos y tengo todo el derecho de hacer esa 
interpretación, porque una cosa es que discutamos, pongamos objeciones o 
propongamos modificaciones y otra que no hablemos del tema. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- A mí hay muchas cosas que me preocupan. La primera, 
que está en el centro de este análisis y de esta situación es que tengo la impresión de 
que nos encaminamos -si es que no se ha configurado ya- hacia un incumplimiento de lo 
que acordamos los partidos políticos en la Torre Ejecutiva en negociaciones que 
encabezó nada menos que el presidente de la República. 


Me preocupa por dos cosas: en primer lugar, por las dilaciones permanentes que 
creo que claramente están indicando -para esto no hay que ser muy presuntuoso ni andar 
cazando fantasmas- que hay diferencias en la bancada de gobierno con relación a un 
tema que es delicado y sensible para determinados legisladores, que es lo que establece 
el artículo 1*. En segundo término, me preocupa que el presidente siga partiendo de una 
base errónea. Yo sé que el presidente es un hombre honesto y no le voy a atribuir 
intenciones, pero en tal caso tengo que concluir que está profundamente equivocado. En 
lo que respecta al Partido Nacional -que es por el que yo puedo hablar-, no nos hemos 
apartado ni un milímetro de lo que se acordó con el doctor Vázquez. El presidente 
menciona diez artículos pero yo diría que debemos analizar el proyecto de ley por 
capítulos. Este proyecto se compone de cinco capítulos. Esta no es una fábrica de 
chacinados y los proyectos no se miden en términos de cantidad de chorizos producidos 
sino de conceptos, de institutos que se crean o de modificaciones legislativas sustantivas 
referidas, en este caso, a la respuesta penal frente a determinadas situaciones. Con 
relación a eso, nosotros votamos cuatro de los cinco capítulos, y esto lo acordamos con 
el presidente de la República. Sobran pruebas documentales que surgen de todo el 
proceso de negociación que se cumplió en la Torre Ejecutiva que así lo indican. Hay actas 
de la comisión técnico- política que yo integré -no las voy a traer ahora, aunque algún día 
capaz que las tenga que usar- y que encabezó el presidente de la República que indican 
claramente que esto es así y que aunque no coincidimos con el régimen de la libertad 
vigilada, el presidente, de todas formas, resolvió mandar este capítulo ll al Parlamento, a 
sabiendas de que el Frente Amplio, por lo menos, lo respaldaba. Hay antecedentes en la 
discusión del Senado que prueban esto que estoy diciendo. Si se consultan las versiones 
taquigráficas de la Comisión de Constitución y Legislación del Senado, que trató este 
tema, se verá que en determinado momento, el senador Heber, que fue protagonista 
directo de las negociaciones en la Torre Ejecutiva, se retiró de Sala y casualmente se votó 
en ese momento este Capítulo Il sobre libertad vigilada. Vuelto a Sala, el senador Heber 
pidió la reconsideración. Aclaró que el Partido Nacional iba a votar en contra porque eso 
fue lo que se estableció en ocasión de las negociaciones con el Presidente. Así se 
procedió. El Partido Nacional votó negativamente, y no hubo un solo vocero del Frente 
Amplio -entre ellos, la senadora Payssé, que integra la Comisión de Constitución y 
Legislación e integró los dos ámbitos de negociación en la Presidencia de la República- 
que pusiera la más mínima objeción a ese comportamiento por el que mi partido había 
adoptado. Se siguió el mismo camino que nosotros estamos tratando de recorrer ahora 
en la Cámara de Diputados, sin perjuicio de lo cual -como también estuvimos dispuestos 
a hacerlo en el tratamiento del Código del Proceso Penal- estamos dispuestos a analizar, 
objetiva y seriamente, sin desnaturalizar las soluciones, cualquier ajuste de texto que 
pueda llegar a ser necesario para adecuar las normas, porque como decía el diputado 
Radío, las negociaciones que se desarrollan en la Presidencia no sustituyen la 
competencia legislativa. 
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Ahora bien, tendremos que aceptar esta nueva dilatoria porque el Frente Amplio 
tiene los votos para decretarla, pero creo que tiene connotaciones políticas muy 
evidentes. Aquí estamos frente a un problema muy serio, que se terminará de configurar 
cuando el Frente Amplio tome alguna decisión, lo que en algún momento tendrá que 
hacer. Nosotros vamos a esperar ese momento, pero sin ninguna duda estamos 
advirtiendo que el riesgo de que el Presidente de la República resulte desairado por su 
propia bancada parlamentaria es, por lo menos, muy alto. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Yo no tengo ningún inconveniente en aceptar el planteo 
que hace el Frente Amplio para postergar la consideración del tema, porque me parece 
razonable, en un asunto de esta importancia, que cada bancada quiera reflexionar, afinar 
sus criterios, de manera de llegar a la mejor solución legislativa posible. Lo que me 
alarma es cuando no se procede así, como pasó con la reforma del Código del Proceso 
Penal, que ya está pronta e informada para ser votada esta tarde. Eso es lo que a mí me 
preocupa, no que nos tomemos un tiempo para mejorar el trabajo legislativo. 


Pienso que tenemos que tomar esta cuestión de los partidos sin dramatizar, sin 
darle el carácter de: se respeta el punto y la coma de lo que viene del Senado -que, dicho 
sea de paso, sí se tomó la libertad de modificar lo que entendía pertinente - o nos estamos 
apartando de los acuerdos y tenemos un problema político mayúsculo. Me parece que no 
hay que interpretarlo así, que tenemos que manejarnos con criterios generales -respecto 
de los cuales no ha habido, hasta ahora, discrepancias- y tratar de ajustar las soluciones 
puntuales: el punto, la coma, el inciso. Me parece que eso es razonable, natural. 
Especialmente lo digo, señor presidente, porque todo el ruido político que se haga en 
torno a esto -yo no digo que sea muy justificado; cada cual hace lo que entiende 
necesario y no me voy a pronunciar en torno a eso-, así como la legítima discusión 
político partidaria en torno a estas cosas tienen naturaleza de anécdota, y así va a 
quedar. Dentro de poco tiempo, no nos vamos acordar de qué dijo quién, de cómo fue, de 
quién le dijo al otro qué, porque habremos tenido otros episodios políticos y seguiremos 
en el debate por otras cosas. 


Esta legislación va a quedar no sabemos por cuanto tiempo; quizás sea por años, 
quizás por décadas. Yo pongo los dos platillos de la balanza y digo: no podemos sacrificar 
lo perdurable por cuestiones circunstanciales; entonces, tomémonos tiempo para tratar de 
hacer las cosas lo mejor posible. Insisto: creo que es el criterio sano con relación a estas 
cuestiones de la libertad de gente que está presa en condiciones que, todos sabemos, 
están reñidas con cuanto acuerdo y norma haya sobre derechos humanos, por razones 
que todos conocemos -no se las imputo a nadie; no tendría sentido hacerlo- y que son 
una realidad que nadie puede ignorar. Hay gente que está presa en condiciones que los 
exponen a perder la vida, porque van treinta y un muertos en lo que va del año. Entonces, 
si estamos cerrando los grifos, si estamos diciendo que todavía va a ser más difícil salir, 
reflexionemos a propósito de eso y tratemos de no excedernos en las medidas justas que 
se tomen. 


Con respecto al Código, se aprobó un proyecto que empezará a regir el 16 de julio 
del año que viene. ¿Qué apuro tenemos? Tenemos tiempo de reconsiderar, de reanalizar, 
porque cuando uno vuelve sobre lo que se acordó y repasa los temas que tenemos que 
votar esta tarde, va descubriendo implicaciones cada vez más profundas de 
modificaciones que se han hecho que cambian sustancialmente el régimen procesal que 
votamos todos los partidos en diciembre de 2014. Por decisiones tramitadas rápidamente, 
bajo la presión de circunstancias que todos conocemos, acordamos lo que yo no vacilo 
en calificar de un giro copernicano en el proceso penal ordinario. No sé si nos dimos 
cuenta de lo que se ha hecho. 
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Hasta ahora, en el nuevo Código del Proceso Penal que entrará regir el 16 de julio 
del año próximo tenemos un esquema según el cual primero se produce la prueba, 
después acusa el Ministerio Público y después contesta la defensa, y lo vamos a sustituir 
por un régimen en el cual primero acusa el Ministerio Público, después contesta la 
defensa y recién después viene la prueba. Acá el orden de los factores sí altera el 
producto y lo hace sustancialmente, entre otras razones por una que me parece muy 
importante y poderosa: el Ministerio Público va a conocer la prueba de antes porque tiene 
a su cargo la investigación preliminar. La defensa va a ignorar los hechos y va a tener que 
contestar la acusación sin ningún elemento de relato fáctico hecho por el Ministerio 
Público en su acusación. La desigualdad de las partes va a ser flagrante, evidente. Se va 
a votar eso hoy. ¿Con qué explicación? Búsquenla en la exposición de motivos del 
proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo y no la van a encontrar. El Poder Ejecutivo 
describe las modificaciones que propone; no explica por qué las propone. Insisto: 
estamos cambiando sustancialmente el régimen y poniendo en grave inferioridad de 
condiciones a la defensa. ¿Por qué vamos a hacer eso? No se han explicado aquí las 
razones. 


Si nos vamos a tomar un tiempo para hacer esto mejor, lo que nos parece muy 
sensato, ampliemos el margen y reconsideremos esto, por lo menos para que si la 
mayoría lo va a hacer -acaso con el apoyo del Partido Nacional y, eventualmente, del 
Partido Independiente- se haga a conciencia: queremos hacer esto porque nos parece lo 
mejor, pero no como lo vamos a hacer, sin haber discutido la sustancia del asunto, 
simplemente con el apuro de que vino el texto del Senado y tenemos que sacarlo cuanto 
antes, para que nadie diga que se incumplen los acuerdos. 


Me parece muy grave, señor presidente. 


SEÑORA BOTTINO (Cecilia).- Comparto plenamente las palabras del diputado Ope 
Pasquet y las suscribo en su totalidad. Terminé el viernes de hacer el informe y, como dije 
en la sesión pasada, creo que el debate que vayamos a dar en Sala va a marcar las 
posturas reales que tenemos los partidos políticos con respecto a los acuerdos 
alcanzados en la Torre Ejecutiva, que fueron globales, en muy poco tiempo, y abarcaron 
temas sustanciales para la vida y los derechos de las personas. Todos los proyectos 
entraron por el Senado y allí sí tuvieron la oportunidad de recibir delegaciones y hacer 
modificaciones. Generalmente, acá se ha reclamado la existencia de las dos Cámaras y 
el derecho, cuando somos segunda cámara y tratamos los proyectos, a considerarlos 
también. Inclusive, a veces, se ha reclamado a esta bancada que hemos aprobado 
cuestiones que vienen del Senado sin dar posibilidad al debate; en esta oportunidad, lo 
estamos planteando. 


No nos negamos a considerar el artículo 1”, pero no hemos recibido propuestas 
alternativas. Es la segunda vez que escucho -ya lo escuché en la sesión pasada- por 
parte del Partido Independiente y del Partido Nacional que están dispuestos acompañar a 
una redacción alternativa del artículo 1” que es el que todas las delegaciones nos dijeron 
que era inconstitucional. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Después voy a hablar del CPP, porque realmente 
advierto algunas contradicciones en los hechos y los dichos de determinados colegas que 
no voy a tener más remedio que señalar. 


Ahora bien, con relación a esto último, nosotros vamos a plantear una alternativa 
pero el día que dejen de pedir postergaciones, el día que nos aboquemos a analizar el 
proyecto de ley. ¿Cuándo va a ser? ¿Cuántas semanas hace que estamos postergando? 
Dejen de postergar, que yo tengo aquí redactada una propuesta alternativa para subsanar 
un aspecto del artículo 1* que considero que debe ser subsanado. Sin embargo, hasta 
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ahora no he sabido si el Frente Amplio está dispuesto a avanzar en un camino 
equivalente al del artículo 1%, porque no han dado la más mínima pista. Entonces, 
compréndasenos cuando nosotros decimos lo que decimos. 


SEÑORA BOTTINO (Cecilia).- La señal fue clara cuando votamos en general el 
proyecto; incluso, creo que ya aprobamos algunos artículos en particular. Cuando 
quisimos abocarnos al tratamiento particular de los artículos, nos trancamos. Existe la 
voluntad de avanzar. No sé por qué se ha cambiado la lógica de trabajo que hemos 
tenido en esta Comisión para el tratamiento de otros proyectos de intercambiar las 
propuestas. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Ustedes no lo habilitaron. 
SEÑORA BOTTINO (Cecilia).- ¿Cómo no lo vamos a habilitar? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Les pido, por favor, que no dialoguen. 


SEÑORA BOTTINO (Cecilia).- Reitero: votamos el pase a la discusión particular y 
avanzamos en los artículos con que toda la comisión estaba de acuerdo; lo que nos 
queda es ir afinando el lápiz en la redacción de este proyecto y de los que nos quedan. 
En el transcurso de este debate, leyendo las versiones taquigráficas y las exposiciones 
de las delegaciones que hemos invitado y de las que van a solicitar ser recibidas por los 
proyectos que vamos a poner después a consideración -lógicamente, es un tema que 
está en la agenda pública- tenemos que ser lo más finos posibles en la redacción. 


SEÑOR RADÍO (Daniel).- El Senado tuvo posibilidades de recibir delegaciones y 
modificar el proyecto, y nosotros también. Hasta ahora no escuché que nadie haya 
planteado que renunciamos a tener un Poder Legislativo bicameral. Nosotros tenemos 
todas las posibilidades que queramos; para eso habrá que empezar a discutir el tema. 


La diputada Bottino decía que estaba de acuerdo con el diputado Pasquet. No 
debería, porque cuando acá planteamos que primero había que discutir el régimen de 
libertades anticipadas antes que el CPP, el Frente Amplio dijo que no, que lo que estaban 
en condiciones de discutir era el código y echaron para adelante con esto. Entonces, no 
debería estar de acuerdo, porque eso es lo contrario a lo que dice el diputado Pasquet, 
así que me llama la atención. Me parece una contradicción flagrante, pero vaya a saber 
por qué lo dijo. 


¡No nos chicaneemos más, que somos grandes! Cuando el Frente Amplio dejó de 
discutir esto no dijo que era porque quería reflexionar sobre el contenido del artículo 1* u 
otras cosas. Lo que dijo fue que el Partido Nacional estaba incumpliendo el acuerdo y, 
entonces, se iban a tomar la libertad de consultar a ver si lo cumplían. Eso es lo que se 
dijo. No están planteando modificar tal artículo, una redacción alternativa o afinar el lápiz; 
no fue eso lo que se dijo sino que si el Partido Nacional no vota once artículos de 
diecinueve o no sé cuantos, vamos a ver. No estamos tratando este proyecto. Entonces, 
no nos chicaneemos; no inventemos cosas; no digamos que estamos de acuerdo con 
cosas que nos vienen bien porque así postergamos el tema. 


Nosotros hubiéramos preferido discutir el tema que dice el diputado Pasquet, que 
tenemos presos en condiciones inhumanas. Discutamos ya el tema libertad anticipada; 
empecemos cuanto antes. El Frente Amplio dijo: "No; nosotros estamos en condiciones 
de echar para adelante con el CPP". Allá votamos el CPP; allá se informó, y hoy lo vamos 
a aprobar. Aunque digan que están de acuerdo, no lo están. Dicen las cosas contrarias. 
Entonces, lo que estamos haciendo es chicaneando el tema. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- El diputado Radío ha expresado hasta en mi nombre 
alguna de las cosas que yo pensaba subrayar en cuanto a que me parece claro que si la 
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oportunidad de reabrir la discusión sobre el CPP era una necesidad imperiosa, la 
oposición la sugirió y el Frente Amplio la denegó. Yo quiero recordar que hubo una 
moción muy concreta -que nosotros respaldamos- del señor diputado Pasquet en el 
sentido de avanzar con el proyecto de libertad anticipada y después abocarnos con 
tiempo, en función de que la vigencia del Código está proyectada para el próximo año, a 
analizar artículo por artículo. Nosotros respaldamos esa tesitura; quien no lo hizo fue la 
bancada de gobierno y, por eso, tuvimos que empezar a votar presurosamente el 
proyecto que venía del Senado. Nosotros lo votamos con convicción, por razones que, 
por supuesto, vamos a expresar esta tarde en Sala. No nos arrepentimos de nada de lo 
que hemos hecho y hemos analizado en conciencia todas las recomendaciones que nos 
formularon tanto el Instituto de Derecho Procesal como la Asociación de Magistrados y la 
Asociación de Defensores de Oficio, tomando en cuenta todos los asesoramientos que la 
Comisión recogió. Si bien somos conscientes de que muchos aspectos pudieron ser 
mejorados y pueden ser perfectibles, también advertimos que hay contradicciones en el 
propio debate académico; entonces, políticamente en algún momento tenemos que 
laudar. Yo he analizado hasta donde mis conocimientos jurídicos me lo permiten y he 
votado tranquilo lo que vino del Senado, reconociendo -repito- que en determinados 
aspectos pudimos haber encontrado fórmulas que resolvieran jurídicamente mejor 
determinados aspectos. No digo que no, pero desde mi punto de vista no hay graves 
riesgos en cuanto a la definición de las modificaciones a la legislación procesal. 


De eso hablaremos esta tarde, a no ser que el arrepentimiento no sé si de la 
diputada Bottino o de la bancada de gobierno nos lleve a un replanteo de este tema. 
Advierto que la diputada Bottino debe de estar en una situación complicada desde el 
punto de vista anímico, porque si votó en contra de la moción, después votó a favor del 
Código, después redactó un informe y esta tarde lo tiene que expresar pero le parece que 
está todo mal, realmente no me gustaría estar en su situación. Yo, por lo menos, estoy en 
una situación muy diferente. Estoy tranquilo con lo que he hecho, y esta tarde voy a 
defender la posición que creo que es del Partido Nacional, de acuerdo con lo que hemos 
convenido con los compañeros que integran esta Comisión. 


SEÑORA GELMAN (Macarena).- Reafirmo que estamos abocados a cumplir con 
los acuerdos a que se llegaron. Eventualmente se podrá discutir y hacer modificaciones; 
no nos estamos negando a discutir el proyecto. Simplemente, como en cualquier otro 
proyecto, necesitamos algún grado de intercambio interno para trasladar una posición de 
bancada. Eso no tiene ningún misterio, como ya se dijo. 


Destaco también que desde el principio, más allá de lo que ha ocurrido -lo vengo 
viendo desde la primera sesión en que se ha abordado este tema-, se está tratando de 
señalar que se pretende incumplir el acuerdo. Lo que advierto es una intencionalidad de 
decir adelantadamente que los acuerdos no se van a cumplir y de manera reiterada que 
estamos desautorizando al presidente de la Republica. Creo que eso es un disparate y de 
ninguna manera lo estamos haciendo, entre otras cosas, porque estamos en 
comunicación con la presidencia y con la fuerza política. 


Nos damos un tiempo más. Nadie está hablando de que vamos a pasar un mes 
para ponerlo en discusión; simplemente, no queremos comprometemos a que va a ser la 
semana que viene y después solicitar una nueva postergación. Por supuesto y en el 
sentido que lo señalamos desde el principio, lo haremos con la mayor celeridad posible. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Sinceramente, yo le creo a la diputada Gelman. 


Este es un tema político, que ha estado en el tapete durante mucho tiempo por las 
razones que todos conocemos y porque la negociación se procesó en el ámbito de la 
Presidencia de la República, con el presidente a la cabeza. De todos modos, quiero 
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aclararle que lo que ella denomina "intencionalidad" no es más que la lectura honesta que 
nosotros hacemos de los hechos, dando la cara. Yo he hablado de esto públicamente, y 
no me retracto. Es lo que yo advierto, aunque puedo estar equivocado. Si después los 
hechos, en función de lo que ocurra en esta Comisión, indican lo contrario, yo me voy a 
alegrar mucho y voy a ser el primero en reconocer que el Frente Amplio cumplió los 
acuerdos. Quiero ser muy claro en cuanto a que no hay ninguna intensión aviesa de parte 
nuestra; lo que hay es una lectura acertada o equivocada de los hechos, pero por ahora, 
me da la impresión de que presunciones importantes en ese sentido por lo menos 
existen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que fui bastante sincero en el planteo, cuando 
empezamos la sesión, tratando de eliminar cuestiones que pueden herir sensibilidades. 
Tal vez fui sincero en exceso y no se necesitaba tanta explicación, pero igualmente la di 
porque compartimos un ámbito de trabajo donde cada uno de nosotros hace un esfuerzo 
por estudiar los temas y me parecía que correspondía que ese esfuerzo recibiera una 
respuesta con mayor información de la situación en la que estamos. 


He escuchado por segunda o tercera vez en estas discusiones lo lejos o cerca que 
estamos del presidente de la República, lo mal o bien que queda el presidente de la 
República, y la verdad, quiero ser sincero con ustedes: me importa poco cómo queda el 
presidente de la República cuando estamos hablando de situaciones que tienen que ver 
con la libertad de la gente. Acá no estamos para defender o sostener, para que quede 
bien o mal tal o cual persona, porque todos somos servidores públicos, tenemos una 
responsabilidad y vamos a actuar en función de ella. 


Lamento haber escuchado hoy lo que acaba de exponer el diputado Pasquet. No 
es que coincida, pero me preocupa que se haya retirado de Sala en el momento en que 
estábamos discutiendo ese tema si tenía este comentario para hacer y esta postura. La 
verdad es que lo lamento, porque me parece que no contemplamos ninguna de las 
observaciones que recibimos aquí y ni siquiera dimos tiempo para que el Instituto de 
Derecho Procesal nos enviara lo que nosotros le pedimos. Por eso, en la sesión anterior 
incorporamos el mail del doctor Abal a la versión taquigráfica, para que se tenga 
documentado cómo fue que actuamos. Creo que lo hicimos de forma irresponsable -esa 
es mi opinión-, porque no contemplamos el trabajo que realizan otros actores, que 
nosotros les pedimos. No vino el doctor Abal y dijo: "Yo quiero opinar y proponer". No; 
nosotros, esta Comisión, se lo pidió, y luego votamos sin esperar que llegara, por este 
permanente ataque en el sentido de que el Frente Amplio está haciendo esto, dejando al 
presidente de tal manera, generando contradicciones, etcétera. Ese es el error que 
estamos cometiendo. Acá no hay ninguna contradicción con el presidente de la 
República, con el trabajo que realizaron prestigiosos compañeros de todos los partidos 
políticos con la intención de generar un acuerdo con las dificultades que se dan para 
generar un acuerdo en temas tan delicados como estos. Nadie está cuestionando eso. Lo 
que estamos diciendo es: reflexionemos y avancemos escuchando todas las opiniones, 
porque si vienen la Asociación de Magistrados, el Instituto de Derecho Procesal, el doctor 
Gonzalo Fernández y la Suprema Corte de Justicia y nos dicen que hay un problema de 
inconstitucionalidad en el artículo 1*, la verdad es que me parece que no podemos actuar 
con la irresponsabilidad de no escuchar. Nosotros no podemos ser los únicos que 
estamos claros en todos los temas que estamos discutiendo y los otros están todos 
equivocados. Me parece que debemos tener por lo menos la posibilidad de escuchar y no 
creo que estemos generando con eso ningún atentado contra los acuerdos. La verdad es 
que si entramos en esa lógica vamos a hacer muy mal, no por nosotros, que vamos a 
cumplir con el acuerdo y Tabaré Vázquez va a estar sumamente protegido en el Poder 
Ejecutivo, con su Torre y todos sus acuerdos, sino porque no vamos a estar cumpliendo 
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con nuestra responsabilidad. No se olviden, señores diputados, que a nosotros nos 
votaron para legislar, no para refrendar acuerdos. No somos personas que estamos para 
refrendar los acuerdos que se hacen en otros ámbitos. Nuestra responsabilidad es 
legislar; entonces, como presidente de esta Comisión, debo decir que lamento que en la 
discusión del CPP no se incorporaran todas las voces y que hoy se haga un planteo de 
tanta seriedad. Yo voy a asumir la responsabilidad de trasladar a mi bancada este planteo 
porque me preocupa que avancemos si hay un legislador de un partido que estuvo en 
este acuerdo y tiene esta postura, porque quedamos todos en falsa escuadra. No es 
verdad que hemos contemplado todas las opiniones que se volcaron en esta Sala porque 
lo votamos como vino; no le cambiamos una coma. 


SEÑORA BOTTINO (Cecilia).- El diputado Abdala habló de mi estado de ánimo. Yo 
tengo una gran tranquilidad de conciencia. Luego de que redacté el informe, lo puse a 
consideración de toda la Comisión y no recibí observaciones al respecto. Creo que es 
muy objetivo y el análisis es, fundamentalmente, jurídico. 


Yo realizo el trabajo con responsabilidad; creo que de eso no hay ninguna duda. 
Pertenezco a la fuerza política de gobierno y hoy, cuando haga el informe en Sala 
-reitero-, lo voy a hacer con la tranquilidad de conciencia que corresponde a mi tarea. Así 
como estudié todo el proceso y finalicé con un informe, si es necesario dejaremos las 
constancias que entendamos pertinentes en función de las observaciones que hicieron 
las delegaciones. Con mucha responsabilidad iré al plenario a defender el informe que 
hice para la Comisión. 


SEÑOR RADÍO (Daniel).- Quiero ratificar lo que dije al principio: no renuncio a la 
condición bicameral del Parlamento uruguayo. En la medida en que estemos abordando 
el tema, nosotros tenemos la posibilidad de hacer todos los cuestionamientos, escuchar a 
toda la gente que queramos. Eso nunca estuvo en cuestión. Me parece que tenemos esa 
posibilidad con este proyecto de libertad anticipada y hubiéramos estado en la misma 
situación con el proyecto de reforma del CPP. Yo saludo la autocrítica del diputado 
González, que no dice lo mismo que la diputada Bottino, que actuó con responsabilidad. 
El diputado González dice que actuamos -no sé a quiénes incluye ese "actuamos"... 


SEÑOR PRESIDENTE.- A la Comisión. 


SEÑOR RADÍO (Daniel).- En lo que a mí respecta, yo tengo la conciencia muy 
tranquila, al igual que la diputada Bottino. Ella y yo hemos dicho que actuamos 
responsablemente y que nos hacemos cargo. Yo saludo la autocrítica del diputado 
González y me parece que tiene la chance, hoy, en el plenario, de modificar 
eventualmente lo que dijo la Comisión. Esta es una comisión asesora; el plenario puede 
decidir lo contrario a lo que decidamos nosotros. De hecho, el Frente Amplio tiene 
mayoría de votos, así que esa autocrítica hoy podría modificar la conducta del plenario, 
pero yo me ratifico y tengo la conciencia muy tranquila de que he actuado 
responsablemente. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- El señor presidente me reprochaba por haberme retirado 
de Sala cuando se decidió tratar el CPP. Yo hice lo que entendí que correspondía porque 
había intentado vanamente que se tratara primero el proyecto sobre libertades y se 
pospusiera la consideración del CPP, para darnos tiempo para asimilar las exposiciones 
que formularon aquí los defensores de oficio, los jueces penales de Montevideo y el 
doctor Abal, para calibrar el alcance de esas observaciones y, eventualmente, preparar 
textos que las contemplaran, que las tuviesen en cuenta. No fue esa la decisión de la 
Comisión sino que optó por avanzar prescindiendo de esas observaciones, de esas 
propuestas que incluso algunos llegaron a formular y otros estaban preparando cuando 
les llegó la noticia de que ya se había votado el proyecto. Era evidente que se ¡ba a votar 


O 


como había venido del Senado, porque no había habido tiempo material de redactar 
alternativas. En esas condiciones, no tenía ningún sentido participar en un trámite de 
elaboración legislativa que yo había criticado acerbamente. Yo dije que no estábamos 
legislando con seriedad cuando se procedía de esa manera, opinión en la cual -lo digo 
con respeto a todos- me ratifico. 


Además, aclaro lo siguiente. Confieso que no tengo el don de la comprensión 
instantánea. Necesito tiempo para leer, para volver a leer, para consultar el texto que se 
modifica, para pensar y recién después se me terminan de aclarar las ideas, comprendo 
exactamente de qué se trata y llego a una opinión mía, que podrá ser acertada o no, 
acerca de los alcances de lo que se está proponiendo, si se puede mejorar o no, etcétera. 
Yo he ido haciendo ese proceso con estos textos del CPP y mi impresión ha ido 
evolucionando. Creo que las modificaciones son más profundas de lo que a primera vista 
pudieron parecer y, en mi opinión, no son positivas, no contribuyen a afirmar garantías ni 
derechos; al contrario, advierto un sesgo muy peligroso en perjuicio de la defensa, que es 
lo mismo que decir, en perjuicio de las garantías del debido proceso y me alarma que eso 
no se haya sopesado. Si me dicen: vamos a hacer esto porque entendemos que hay que 
fortalecer al Ministerio Público y debilitar a la defensa porque es la manera de combatir el 
delito, no voy a estar de acuerdo pero podré entenderlo. Lo que me alarma es que se va 
a dar ese paso y no hemos ido más allá de la mera descripción superficial de las 
modificaciones: se modifica esto; explicamos la mecánica, cómo funciona; antes era así, 
ahora va a pasar a ser asá. Ahora bien, no está dicho por qué el cambio, qué 
consecuencias va a tener, adónde vamos, y eso me parece -insisto- que es grave. 


Repito: cambiamos el esquema. Actualmente, el CPP dice: primero la prueba en la 
audiencia preliminar y, eventualmente, en la complementaria, después la acusación y 
después la contestación. Ahora cambiamos: primero la acusación, después la 
contestación y después la prueba. La defensa va a contestar en el aire, porque no conoce 
la prueba; el Ministerio Público la conoce porque hace la investigación preliminar. No 
cabe la réplica de decir: "Bueno, pero la defensa va a tener treinta días para elaborar la 
contestación a la acusación y en ese lapso podrá buscar la prueba que necesite". No es 
lo mismo, porque el Ministerio Público cuenta con el auxilio de la policía para recabar la 
prueba y para hacer las investigaciones; la defensa no. El Ministerio Público puede 
ordenar que la gente comparezca en su despacho; si quiere que vaya el testigo fulano de 
tal, lo manda citar por la policía, lo hace comparecer en su despacho y ahí lo interroga. La 
defensa no tiene esas herramientas. El desbalance es evidente. Entonces, lo menos que 
puede pretender la defensa es que declaren los testigos, que hablen los peritos, que se 
produzca la prueba y, en función de esa prueba que yo voy a conocer, después veré 
cómo defiendo a mi patrocinado. Pero lo va a tener que defender a ciegas; lo único que 
va a tener va a ser la requisitoria fiscal con el relato de los hechos, según lo cuenta el 
fiscal. ¿Eso es debido proceso? Vamos a tener un aumento del porcentaje de sentencia 
de condena porque va a ser muy difícil defender así. Estoy hablando de una defensa 
pública. No sé si alguien piensa en la defensa de las películas, que el abogado contrata a 
un investigador privado. Acá no es así, y el 90% de los casos recaen en la defensa 
pública, y sabemos en qué condiciones está. Creo que el cambio no es conveniente 
desde el punto de vista de las garantías del debido proceso. 


Además, señalo lo siguiente. Cuando se elaboró el Código del Proceso Penal, se 
recurrió a la formación de una comisión con una integración plural y numerosa, porque se 
decía que había habido intentos anteriores de modificación que fueron confiados a uno o 
dos juristas que elaboraron las que les parecieron las mejores soluciones sin escuchar 
otras opiniones. Eso generó resistencias en los actores de la vida jurídica, por un motivo 
o por otro. Se quiso evitar recaer en esa situación y con aquella ley de humanización 
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carcelaria que impulsó el doctor Díaz se constituyó una comisión plural donde estaban 
representados absolutamente todos los operadores del derecho: los jueces, los fiscales, 
los defensores, los funcionarios, los actuarios, la Universidad de la República, el Colegio 
de Abogados; todo el mundo. Esa comisión fue la que elaboró, al cabo de varios años, el 
anteproyecto, que después vino al Parlamento y estuvo varios años. Estuve repasando 
las actuaciones de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración: dedicó cincuenta y tres sesiones a esto. Desfiló una multitud de expertos, 
profesores, jueces, más de una vez. Después de todo eso, se elaboró y se sancionó, con 
el respaldo de todos los partidos en ambas Cámaras. Ahora, de buenas a primeras, 
vamos a cambiar eso en aspectos sustanciales, sin que sepamos bien cuál es el 
fundamento de esto, de dónde viene y por qué. Sabemos que viene de la Torre Ejecutiva, 
donde estaban todos los partidos, y vamos a modificar aspectos sustanciales del proceso 
penal, tanto del ordinario como del extraordinario, que deja de serlo para pasar a ser 
abreviado, con cambios muy sustanciales. 


A mí me parece que no estamos legislando bien si vamos por ese camino y creo 
que no nos apartamos para nada del espíritu de los acuerdos si procedemos de otra 
manera. ¿Cuál es el meollo político de los acuerdos? Poner a los partidos de acuerdo en 
cuanto a que hay que aplicar el nuevo Código del Proceso Penal en julio del año que 
viene y dar los medios necesarios para que esto funcione, evitar tachas de 
inconstitucionalidad por la aplicación parcial en distintos puntos del territorio, dar a la 
Corte los medios materiales que necesita para que el servicio pueda estar a la altura de 
las circunstancias. A mi juicio, ese es el meollo del acuerdo. Después, si el traslado es por 
tantos días, si la vista es por cuantos, son detalles; es lo que el legislador puede 
modificar. Creo que no nos apartaríamos para nada de esos acuerdos, a los que todos 
concurrimos a través de la representación correspondiente, si nos tomamos un poco más 
de tiempo y revisamos las modificaciones del CPP. 


Dejo la inquietud planteada de si es posible que esta tarde esto vuelva a Comisión 
y darnos los quince días que tenemos hasta el mes que viene para tratar las libertades y 
el CPP, para tomar en cuenta algunas de las cosas que nos dijeron los jueces penales, 
los profesores de derecho procesal y los defensores públicos que estuvieron acá. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Toda esta discusión que debería ser jurídica está 
contaminada por lo político que rodea todo esto. Todos estamos con una "presión" -entre 
comillas- superior de los acuerdos de la Torre Ejecutiva, el cumplimiento de los pactos 
internos. Obviamente, voy a ser respetuoso de lo que decidieron nuestras colectividades 
políticas, pero no puedo impedir que hable la voz de mi conciencia en estas instancias. 
Soy hombre de partido y me gustan las conductas de partido, pero creo que en algunos 
clivajes debemos tener la libertad intelectual para exponer lo que pensamos. 


El tema es que, obviamente, el viejo CPP no va más. Es una estructura perimida, 
que ha sido objetada a nivel internacional. Ya está aprobado el nuevo CPP, aunque se ha 
diferido su cumplimiento. La modificación fue debatida a nivel de la academia y votándose 
hoy o dentro de treinta días no cambia el cronograma que está preparado para su puesta 
en funcionamiento. El tema que está en juego -perdonen que le ponga un adjetivo 
ideológico, pero es lo que siento- son los principios del fundamento del derecho penal 
liberal, aquel del equilibrio de las partes. En este caso, más que el equilibrio de las partes 
está en juego el equilibrio del individuo frente al Estado. 


Las modificaciones que hacemos del principio impositivo al inquisitivo significan 
una notoria alteración que, a priori, diría que hasta violentan mis sentimientos íntimos. 
Capaz que por deformación de militar en política, llevo esto a cómo puede ser utilizado 
como herramienta política; obviamente, en este caso tendríamos que pensar en una 
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perversidad del sistema, que puede existir. La realidad es que hay una alteración en los 
derechos de posicionamiento de defensa de los individuos frente al Estado, del abogado 
-yo sigo ejerciendo mi profesión- en lo que es la posibilidad de defensa real ante la 
posibilidad inquisitiva brutal con la potestad de llamar e intimar a que se constituyan en el 
propio despacho personas para declarar y formar prueba, lo cual en la contraparte no 
tiene ningún andamiento. 


Además, hay algunas modificaciones sobre las que consultamos a la delegación 
de los defensores de oficio -que vaya si tienen baquía en el aceitado práctico del 
mecanismo- y al doctor Abal, en su momento. Sentimos que en el cambio del mecanismo 
de la producción de la prueba y la audiencia de imputación hay un retroceso al viejo 
modelo del CPP que se derogó. 


Pienso que son cosas demasiado importantes como para dejarlas libradas a la 
presión de un acuerdo político que, además, nos está pesando a nosotros. Yo les puedo 
decir que la gente ya se olvidó del tema. Estoy hablando de entre casa. Esta es una 
anécdota política, una puesta en escena que todos jugamos nuestro rol de actores desde 
distintos puntos pero para la gente ya acabó. Nosotros tenemos la responsabilidad de 
decidir nada menos que sobre la libertad de la gente. Si hay un código que va a iniciar su 
puesta en funcionamiento dentro de nueve meses, creo que sería sabio pedir que esto 
vuelva a Comisión y que tengamos el asesoramiento de la academia y un debate entre 
los miembros de esta Comisión acerca de la postura a tomar. No lo digo con el espíritu de 
violentar acuerdos sino, simplemente, con la voz de mi conciencia y como actor del 
sistema jurídico. 


SEÑOR DE LOS SANTOS (Darcy).- Creo que ha quedado claro de la última 
intervención que el posicionamiento monolítico del Partido Nacional no es tal. Hay dos 
propuestas arriba de la mesa y a eso hacíamos referencia como fuerza política. 
Indudablemente, estamos ante un tema complejo, que sabemos que va a incidir de 
manera profunda en la vida de nuestra sociedad, sobre todo en los sectores más 
vulnerables. Como decía el diputado Pasquet, estamos pensando en la gran mayoría de 
la gente que se va a someter a procesos, muchas veces defendida por defensores de 
oficio. Aclaro que mi hermana es defensora de oficio y tengo muchísimo respeto por el 
ejercicio de su profesión. El diputado Umpiérrez la conoce y sabe perfectamente de lo 
que estoy hablando. Sé de la entrega que tienen los profesionales y también de las 
dificultades que se presentan. 


Quería dejar constancia de que no es como se plantea de que acá estamos todos 
definidos monolíticamente, porque nos hace reflexionar y cuestionar el sistema. 


Hay una propuesta de que el CPP vuelva a Comisión y solicito un intermedio de 
quince minutos, porque amerita la reflexión de cada uno de los colectivos políticos que 
estamos acá. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Quiero aclarar que mi intervención anterior fue a 
título personal, no partidario. Mi partido político tiene una visión; yo trasmití mi posición 
personal, que es ajena a la de mi partido, como un deber de conciencia jurídica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quedó claro en su intervención. 
Se va a votar la moción del diputado de los Santos. 
(Se vota) 

——_Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Se pasa a intermedio. 
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(Es la hora 11 y 15) 
———Continúa la sesión. 
(Es la hora 11 y 25) 


———Queda postergado la consideración del asunto que figura en primer lugar del 
orden del día. 


(Ingresan a sala los representantes de Cainfo) 


——-Damos la bienvenida al señor Martín Prats, presidente de Cainfo, y al señor 
Gustavo Gómez, consultor, a quienes convocamos para analizar el asunto que figura en 
segundo término del orden del día, relativo a la regulación de la publicidad oficial. 


Como recordarán, ya los recibimos antes de tratar este proyecto que es de su 
autoría y que con la firma de diputados de todos los partidos ha tomado estado 
parlamentario. También recibimos una serie de delegaciones y les enviamos las versiones 
taquigráficas correspondientes. La idea es hacer una puesta a punto del proyecto y 
conocer la opinión de sus autores sobre los comentarios que hemos recibido. 


SEÑOR PRATS (Martín).- Es un gusto y un honor estar acá, para contribuir en este 
proceso de deliberación sobre este proyecto de ley. 


Como se ha dicho, se han presentado ante la Comisión distintas organizaciones y 
personalidades que han opinado sobre el proyecto de ley. Cainfo presentó a los 
legisladores un anteproyecto y entendemos oportuno hacer una serie de consideraciones, 
comentarios y propuestas sobre lo conversado hasta aquí. 


Hemos leído las versiones taquigráficas y entendemos que de todas las 
expresiones escuchadas, surgen importantes acuerdos fundamentales. Todos han sido 
claros y contestes en afirmar que estamos ante un problema de larga data en nuestro 
país, que es necesario encauzar y resolver mediante una regulación legal específica. 
También se manifestó que es importante concretar cuanto antes la solución legal, lejos 
del próximo período electoral, y que el anteproyecto de ley fue una buena base para 
comenzar a debatir el tema, como también fue importante el auspicio de esta discusión 
parlamentaria recibido por parte de legisladores de todos los partidos. 


Destacamos que hay acuerdo general en que el nuevo marco legal establezca 
reglas claras y precisas que permitan garantizar una mayor transparencia y mejores 
criterios para evitar -o al menos limitar- la discrecionalidad en la asignación de la 
publicidad oficial. 


También surgió como fundamental prohibir la discriminación en la distribución de la 
publicidad, ya sea por razones editoriales, por tipo de medio o por ser de Montevideo o 
del interior, promoviendo la adopción de criterios objetivos para la asignación que 
redunden en un mejor y más eficiente gasto público, a la par de cumplir con su objetivo 
de informar a la población. 


Los diversos actores consultados también han manifestado un conjunto de críticas, 
tanto como aportes y recomendaciones concretas para modificar varios aspectos de su 
contenido. Por ello, ante la urgencia y necesidad de aprobar un instrumento idóneo, que 
cumpla con el objetivo que motivó su consideración en la Comisión, Cainfo entiende 
necesario colaborar en esta instancia del debate parlamentario, con la intención de 
mejorar y enriquecer el proyecto a estudio y facilitar su aprobación. 


En línea con la voluntad de Cainfo de realizar aportes constructivos para lograr 
avances en los procesos de transparencia de la distribución de publicidad oficial, es que 
hoy estamos aquí para presentar algunos comentarios y explicitar algunos de los 
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conceptos del proyecto de ley que deberían ser mantenidos y ratificados, así como otros 
que estamos de acuerdo con que podrían sufrir algunas modificaciones. 


SEÑOR GÓMEZ (Gustavo).- Voy a comentar nueve puntos que, en nuestra opinión 
y a la luz de diversos actores, deberían ser mantenidos y ratificados. También voy a 
comentar otros tantos aspectos que por la pertinencia de las afirmaciones realizadas 
compartimos que deberían ser modificados, quitados o mejorados. 


Primero: uno de los aspectos a ser ratificado es la importancia de definir 
claramente qué es publicidad oficial y qué no lo es. Se trata de algo que todos han 
destacado como positivo, en particular con respecto a diferenciar publicidad oficial y 
subsidio a medios. 


Segundo: es también fundamental establecer criterios abarcativos de todos los 
organismos públicos, tanto estatales como no estatales incluyendo también a las 
sociedades anónimas de capital estatal. Hay que incorporar en las obligaciones y en el 
alcance de la ley a distintos tipos de organismos públicos, inclusive a aquellos que se 
mueven en el derecho privado. 


Tercero: sugerimos que deben ser mantenidas las prohibiciones establecidas en el 
proyecto de ley a los efectos de evitar abusos de parte del gobierno y los organismos 
públicos en materia de asignación de publicidad oficial, incluido el periodo electoral, con 
algunos ajustes que se podrían hacer. 


Cuarto: ha sido puesta en evidencia en todo el proceso de análisis del proyecto la 
necesidad de establecer expresamente criterios claros y adecuados para decidir la 
asignación de publicidad oficial, decisiones que deben ser adoptadas con carácter técnico 
y no político ni discrecional. 


Quinto: se deben establecer normas de transparencia en el destino de los fondos 
públicos, así como en los procedimientos y criterios utilizados para asignar publicidad 
oficial, con exigencias específicas que refuerzan el derecho al acceso a la información 
pública ya establecido legalmente en nuestro país. 


Sexto: la exigencia de un piso mínimo en la asignación de publicidad oficial en 
campañas de alcance nacional para que esos mensajes lleguen a la población del interior 
a través de medios instalados allí es un punto que también debe estar claramente 
dispuesto por la norma. 


Séptimo: se deben prever legalmente los recursos económicos suficientes para 
realizar investigaciones de audiencia, a fin de permitir con ello la adopción de mejores 
decisiones en la asignación, con información de calidad, cobertura de todo el país y todo 
tipo de medios, situación que hoy no está cubierta debidamente. 


Octavo: se deben mantener las medidas de contralor sobre el destino de la 
publicidad oficial y los procesos que llevan a su asignación. El proyecto propone que los 
controles deben ser realizados por uno o más organismos que aseguren la debida 
independencia del gobierno. 


Noveno: es una oportunidad también este nuevo marco legal para la creación de 
un fondo público separado de la publicidad oficial, destinado a promover la diversidad y el 
pluralismo de medios de comunicación. 


Les pedimos que, más allá de pequeños ajustes, se mantengan estos nueve 
puntos como conceptos fundamentales en los cuales hay acuerdo generalizado o son 
importantes de acuerdo con los estándares internacionales en la materia. 
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También queremos destacar que se han hecho una serie de críticas que nos 
parecen de recibo y merecen una atención especial. Se trata de diez puntos. 


Primero: un primer problema tiene que ver con el alcance de la ley y la posible 
violación de las autonomías departamentales. Cainfo está de acuerdo con la necesidad 
de revisar este aspecto, para permitir que la ley sea sólida y no admita ninguna duda su 
constitucionalidad. Por tanto, si bien en cuanto a algunos criterios y principios generales 
podría mantenerse el alcance a las intendencias, otros aspectos que podrían chocar con 
la autonomía departamental deberían ser removidos. Es una crítica reiterada de varios 
actores intervinientes en el proceso de análisis del proyecto de ley. 


Segundo: También entendemos oportuno no innovar en los requisitos y 
procedimientos exigidos para la asignación, apelando a lo ya establecido por el Tocaf, por 
ejemplo, en sustitución de los propuestos inicialmente, para evitar contradecir legislación 
vigente y -como ha sido observado- una excesiva burocratización la asignación de estas 
partidas, por ejemplo a nivel municipal, departamental o que suponga pequeños montos. 


Tercero: es necesario mejorar algunas disposiciones sobre transparencia de la ley, 
que deben alcanzar tanto a organismos públicos como a medios de comunicación y a las 
agendas de publicidad. Debería ser mejorado el alcance del proyecto de ley, a los efectos 
de incorporar a aquellos actores privados que participan también del proceso de la 
publicidad oficial y que en algunos momentos son clave. Como recordarán, en nuestra 
primera intervención planteamos un esbozo de esta idea y, posteriormente, delegaciones 
como la de Andebu han insistido en la necesidad de incorporar este aspecto con mucha 
más claridad. 


Cuarto: en materia de transparencia también se deben realizar ajustes, 
estableciendo de forma más precisa, la información exigida tanto a los organismos 
públicos, por ejemplo sobre planes y montos de inversión. Ha habido algunas 
sugerencias que podrían mejorar este aspecto. 


Quinto: aceptamos no innovar en la creación de nuevos organismos públicos sino 
atribuir las competencias que están establecidas en la ley a organismos que ya existen 
como, por ejemplo, el Tribunal de Cuentas. Siempre se puede mejorar una ley pero en 
este caso se trata de evitar un obstáculo que complica el objetivo general de tener un 
marco legal en la materia. Por lo tanto, sugerimos aceptar algunos cambios eliminando la 
creación de la UAPO -a pesar de que tiene que ver con el control y la aplicación de la ley - 
y asignando competencias a organismos ya existentes. 


Sexto: es necesario definir de forma más precisa el concepto de "medios locales" 
que aparece reiteradamente en el texto del proyecto. 


Séptimo: se debe incluir más clara y expresamente que los medios comunitarios 
son sujetos de recepción de publicidad oficial siempre que cumplan con los criterios 
establecidos en la ley. No se debe admitir la discriminación ni la exclusión de este sector 
por su propia existencia. 


Octavo: hay que incorporar en la distribución del fondo para la promoción de la 
diversidad que sea en partes iguales para medios comerciales de alcance local y medios 
comunitarios, aceptando una propuesta de la delegación de Amarc al respecto. 


Noveno: en función de las decisiones anteriores, será necesaria la revisión de las 
sanciones, un aspecto sensible que se ha planteado respecto de la contradicción de la 
legislación vigente y la violación de las autonomías departamentales. Necesitamos 
establecer algunos mecanismos de enforcement de la ley, pero la propuesta inicial que 
habíamos hecho merece una revisión en función de las consideraciones anteriores. 
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Por último, recordarán que hay un fondo establecido para investigación de 
audiencias. Creemos que se cubriría una omisión existente en la propuesta inicial si el 
destino de ese fondo, además de investigar audiencias para un mejor destino de los 
fondos públicos sirviera también para realizar auditorias efectivas a la emisión o 
publicación de la publicidad oficial. Adolecemos de un problema muy grave en el 
seguimiento y el control de que la pauta oficial contratada y asignada efectivamente haya 
sido emitida o publicada. En la medida en que vamos a tener un fondo y un relevamiento 
a nivel de todo el país, sería conveniente incorporar ese aspecto que daría un elemento 
más de evaluación de las políticas de publicidad oficial, además de mayor transparencia 
en el efectivo uso de ese recurso. 


Además de la propuesta conceptual de los aspectos que deberían ser ratificados, 
que hacen a los acuerdos más generales, y de reconocer que muchos de los aportes 
realizados son pertinentes y fundados, nos ponemos a disposición para estudiar estas 
modificaciones que, sin duda, podrían mejorar el proyecto de ley, incluso para colaborar 
en una redacción alternativa. 


SEÑOR GOÑI REYES (Rodrigo).- Agradezco los comentarios, las observaciones, 
las sugerencias y las precisiones que se han hecho sobre los diversos aportes, lo cual es 
de gran ayuda para el trabajo de la Comisión. Por supuesto, agradezco también la 
posibilidad de recibir sugerencias en la redacción. 


En el tercer punto de la segunda parte, a los efectos de dar transparencia y para el 
logro de los principios planteados en este proyecto de ley, ¿podría incluirse la posibilidad 
de contratar en forma separada las agencias de publicidad y las agencias de medios? Yo 
he visto alguna legislación comparada y las agencias de medios son las que tienen lo 
datos sobre todo lo que nosotros acá pretendemos que se tenga en cuenta. 


SEÑOR GÓMEZ (Gustavo).- En principio, hay una dificultad porque en el propio 
mercado no están claramente definidos esos roles. Efectivamente, algunas agencias de 
publicidad han desarrollado centrales de medios, que son de los mismos propietarios 
pero diferencian roles; en otros casos, la misma agencia de publicidad hace todo el 
trabajo. Por lo tanto, en la casuística sería muy difícil establecer criterios separados, 
porque el mercado está en un proceso de transición, si se quiere. En algunos momentos, 
uno puede diferenciar los contratos con unos y otros -el desarrollo creativo de la pauta 
publicitaria y la planificación de la disposición de esas pauta creativa en medios, en la vía 
pública o en internet-, pero tenemos agencias de publicidad que siguen manteniendo las 
mismas funciones. 


Nosotros expresamente no nos metimos en el aspecto de contratación de las 
agencias de publicidad porque ya hay una legislación específica -de hecho acordada por 
las agencias- sobre cómo deben establecerse los llamados a licitación, etcétera, para 
contratar agencias de publicidad. Podríamos estudiarlo en concreto, pero el punto central 
aquí es incorporar a las agencias de publicidad y a las centrales de medios en tanto 
hemos constatado en la investigación empírica que son actores muy relevantes, que 
acaban incluso determinando el destino de los fondos públicos, incluso a pesar de las 
decisiones de los organismos públicos. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Por lo que yo entiendo, hay actores que desempeñan 
los dos roles: agencia de publicidad y central de medios, pero eso no impediría distinguir 
las dos funciones. En ese sentido, un organismo público podría hacer, por ejemplo, dos 
licitaciones: una para seleccionar la agencia de publicidad y otra para seleccionar la 
central de medios, sin perjuicio de que quizás puedan comparecer los mismos sujetos. 
Las funciones estarían bien diferenciadas. ¿Le convendría al Estado establecer esa 
diferenciación o sería inconveniente por algún motivo? 
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He recibido la visita de gente que trabaja en centrales de medios, que integra los 
organismos que reúnen a esas empresas y ellos tienen interés en que se distingan las 
aguas, pero tenemos que saber si eso es conveniente para el Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los señores de Cainfo saben que en la Comisión recibimos 
a la CUAM, que es la cámara que nuclea a los que están trabajando en las agencias de 
medios y no de publicidad. Inclusive, uno de los temas que seguíamos con más 
detenimiento era el rating, la pauta de los medios y los controles de audiencia, y nos 
dijeron que ellos participan en una especie de comisión de buenas prácticas junto con los 
medidores de audiencia. Por ejemplo, en el tema de la televisión existe una empresa 
multinacional y no hay una auditoría de eso. 


Me parece que este proyecto atiende específicamente la cuestión de la pauta de 
medios, como señalaban los señores legisladores, y no tanto a la generación de 
contenidos, que puede ser más el rol de la agencia de publicidad. Nos dicen que se está 
en un proceso de diferenciación de esas dos funciones y que hay agencias que 
mantienen las dos. Tengo entendido que hay agencias que subcontratan. Entonces, la 
duda que se nos genera es si contratar una agencia de publicidad para pautar en el 
medio cuando tengo pronto el contenido no supone, muchas veces, pagar un precio 
mayor. 


SEÑOR GÓMEZ (Gustavo).- Primero voy a aclarar una cuestión sobre el alcance 
del proyecto de ley. Acá no están incluidas las formas de contratación de las agencias de 
publicidad; como digo, hay una normativa específica para estos procesos. En el aspecto 
que ustedes están mencionando hay dos cosas en este proyecto de ley. Una tiene que 
ver con la transparencia. En mi opinión, no importa con cuál se contrate, si es en forma 
separada o no, la transparencia debería ser válida para todos, porque todo es parte del 
proceso de gasto público para publicidad oficial, aunque sean contratos diferentes con 
empresas distintas. Acá no estamos hablando solo de la pauta en medios; recuerden que 
estamos hablando de todo el proceso de la publicidad oficial y no solo de lo que se 
publica en medios, en internet, en campañas de vía pública, etcétera. Por lo tanto, un 
aspecto que el proyecto de ley sí establece tiene que ver con la transparencia. En ese 
sentido, yo no creo que haya diferencia, más allá de que la forma de contratación sea 
diferenciada, lo cual no es objeto de este proyecto de ley, al menos en nuestra propuesta 
inicial, porque ya hay una normativa consensuada con las gremiales del sector sobre 
cómo el gobierno debe establecer pautas, protocolos y pliegos para la contratación. 


El otro aspecto relevante en relación con este planteo tiene que ver con la 
responsabilidad sobre los criterios de la asignación, porque los organismos públicos no 
pueden, a partir de esta propuesta, decir que no saben cómo una agencia de publicidad o 
central de medios distribuyó la pauta oficial. Hay una responsabilidad de quien decide 
finalmente la asignación del gasto y lo que debe quedar claro es que las agencias de 
publicidad o las centrales de medios -insisto en que hay que agencias de publicidad que 
todavía hacen distribución de medios- no pueden omitir el uso de estos criterios. 
Obviamente, el responsable es el organismo público, pero la agencia de publicidad o la 
central de medios debe tener claro que cuando hace una propuesta al organismo que va 
a pagar la publicidad, debe hacerla en función de los criterios establecidos por la ley. 


En resumen, se puede separar la parte de contratación, pero en estos dos 
aspectos yo creo que no importa la forma de contratación. Acá estamos tratando de tener 
transparencia sobre todo en el manejo de dineros públicos que van a terminar en una 
pauta pero que incluyen la parte creativa y los costos que ello implica, la pauta 
efectivamente publicada o emitida y los intermediarios. No solo las agencias de publicidad 
y las centrales de medios son intermediarios; también están los llamados bolseros. Las 
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agencias de publicidad tercerizan la publicidad en el interior del país y, a su vez, cobran 
comisiones y pueden terminar desvirtuando el sistema. Esto explica en gran parte la 
pérdida de dinero que hay desde que sale el gasto hasta que el medio del interior recibe 
una factura por un monto determinado. Hablamos de transparencia en toda la cadena. En 
ese sentido, estamos de acuerdo con la propuesta que hizo Andebu de incorporar este 
aspecto con más claridad, que es a lo que hace referencia el señor diputado Goñi sobre 
el punto tercero de la segunda parte. Buscamos transparencia para todos los actores: 
activa, muy fuerte, muy clara para el Estado, pero también queremos transparencia de los 
sectores privados, solamente -que conste- con respecto al uso de los fondos públicos; no 
hablamos de cómo funciona el medio o de su presupuesto generalm sino de la 
información referida a la publicidad oficial. 


SEÑOR ITURRALDE (Pablo).- Nos han hecho un muy buen aporte. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Quiero felicitarlos por la forma en que está trabajando 
Cainfo. No solamente elaboraron el texto de lo que después fue el proyecto sino que 
están colaborando en forma muy responsable, señalando aquellos puntos que deben ser 
mantenidos o modificados. Se trata de una colaboración más que bienvenida para el 
estudio de este proyecto de ley. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- ¡Apoyado! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la presencia y seguimos en contacto 
porque a la brevedad empezaremos a tratar el articulado. Si nos surge alguna duda, los 
estaríamos convocando. 


Se levanta la reunión. 


